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SENTENCIA INTERLOCU'I'ORIA DEI, TRf t}UNAL CONSTI'I'UCIONAI,

Lima. 5 de novicmbrc de 2018

ASUN I O

Recurso de agravio constitLrcional inlerpuesto por don Jorge Damián Martínez
coDtra la resolución de fojas l5l, de fecha 19 de septiembre dc 2016, exPedida por la

Sala Civil Permanenle de dc Huancayo de la Corle Superior de Justicia de Junin. quc

declaró fundada en pa¡1e la dcmanda de autos.

DA[IEN'TOS

tencia er¡ilide err cl Lxpcdicnte 009E7-20 l4-PA/-I-C, publicada cn cldiario
'El Perudno el 29 de agoslo de 201,1. este Tribunal eslableciri, crt cl

meoto 49. con carácter de prccedenlc. que se expedirá sentencia inlerlocubrie
dictada sin ¡nás trám;te, cuando se presente alguno de los siguienlesanegatoüa,

supuestos. que igualmcnte están contenidos en e1 artículo I I del Reglanrcnto
Normativo del'liibunal Constitucional:

b)
Carezca dlr fundamentación la supuesla vulneración que sc invoqLre.

[,a cucstión de Derecho contenida en el rccrrrso no sea de especia]

lrascendencia constitucional,
La cuestión de Derecho invocada contradiga ü¡ precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera descstimatoria en casos sustancialmcnte igualcs.

2. E¡ el prcsente caso se evidencia que el recurso de agrdvio no está relcrido a una

cucstión de Derecho de especial trascendenoia constiluciorlal. Al rcspccto, un

recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado co¡r el co¡lcnido
constitucionalmente protegido de un derecho lundamental; cuando vcrsa sobre un

asunto malerialmente excluido del proceso de lulela de que se tratal o, finalnlcnte,
cuando lo pretendido no alude a un asunlo que rcquierc una tulela de especial
urgencia,

Ilxprcsado de otro modo. y teniendo en cuenta lo precisado en el firndamcnlo 50 dc
la sentencia ernitida en el llxpediente 00987-20 I4-PA/IC, una cucs{ión no re\riste
especial lrascendencia constitr¡cional en los siguienles casos: (1) si una lulur¿r

resolucióD del 'l'ribunal Constitucional no soluciona algún confliclo de rclclancia
constitucional. pues no exisle lesión que compror¡cta cl derecho lundemcn¡al
i¡volucrado o se trata de uD asunto que no corrcsponde rcsolvcr cn la ví¿r
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corlstituciona l; o (2) si no exisle neccsidad de tutelar de manera urgenle el dcrccho
constit!¡cional invocado y no median razones subjetivas u objetivas quc habililen a

este órgano coleg;ado para emitir un pronunciamiento de fondo.

I En el caso de autos, habiéndose amparado la pretensión del de¡nandanle en cuanto
al reajuste de su pensión dc invalidcz del Decreto Ley 18846, con el pago dc los

devengados, los intcreses legales y costos procesales, en los lérminos prccisados cn
la sentencia de fecha 19 de septie¡nbre de 2016 (f. 151), sólo corresponde a este
Tribunal pronunciarse sobre lo solicitado en el recurso de agravio conslilucioral,

spccto al extremo deseslimado en la senlencia de vista, que dcclara inlLrndado el
e¡ quc cl dcmandanlc solicita el cálculo de su pensión con base en las

iones percibidas de marzo de 199'7 a ]marzo de 1998. fecha de su cese.

ifiesta.
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5. En tal sentido, en cuanto a lo solicitado por el demandanle se adlierle de las bolclás
de pago adjuntas (ft] 5 a 17) el lapso laboral adicional comprendido de marzo de
1997 a marzo de 1998. Sin embargo, de los actuados se colige que dicho período no
fire declarado por el actor cuando solicitó la pensión, ni evaluado por la ONP:
asi¡nismo. las boletas no consignan el nombre ni el cargo de quien las aLrtorizl, ni
cuentan con el respaldo de un ce¡tiflcado de ¡rabajo o Iiquidación de benelicios
sociales que Io sustenle debidamenle. Por lanto, co¡no no generan celeza. debe
deseslimarse este cxfremo del RAC.

6. De esa ¡¡anera y por lo expuesto, se configura el supuesto según el cual la presente

conlroversia trata de un asunlo que no oorresponde resolver en la vía constitucional:
por lo cual el presente recurso carece de especial trascendencia oonstitr¡cional.

7. En consecuencia, y de lo expuesto cn los fundamentos 3 a 6 r¿{r/a. sc vcrifica quc cl
presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo previsla cn el
acápite b) del f'undamento 49 de la sentencia emitida en el Expcdienle 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del articulo 11 dcl Rcglamento Normativo del -liibunal

Co¡stitucional. Por esta razón, correspondc dcclarar, sin más trámiIe. i¡¡procedenle
el recurso de agravio constitucio¡al-

Por eslos lundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad quir Ic
confiere la Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera. convocado para dir¡nir la discordia slrscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,
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RESUtrLVE

Declarar IMI'ROCEDEN'I'E cl recurso de agravio constilltcionel porque la cllestión de

Derecho contenida cn cl recurso carece de c ial lrascendencia constitucional

Publiquese y notiiiquese

SS,

MIIIANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPfNOSA-SALD

("<D
-L,-O/

(
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VOI'O SINCUI,AR DEL MAGISTRADO FERRERO COS'I'A

¡ll- TBTBTNAL CoNSTrrucroNAL CoMo coRTE DE RrvtsióN o ¡'ALl,o y No DE

CASACIó\

I-a Constitución dc 1979 creó el T¡ibunal de Garantias Constitucionales como
insta¡cia de casación y la Constilución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de lillo. La Constjtución del 79, por princra vez en nuestra histori¿
constilucional, dispuso la creación de r:n órgano ¿/¿1,4oc, indepcndiellte del Poder
Judicial. con la larea dc garalltizar la supremacía conslitucional y la vigencia plena
dc los derechos lundanlcntales.

2. La l,ey f-undamenlal dc 1979 estableció quc cl TribLmal de Garantías
Conslitucionales era un órgano de control de Ia Constitución, quc tcnia jurisdicción
en todo cl territorio nacional pa¡a conocer, en \,ía1 ale casación, de los hctbea' corpus
y amparos denegados por el Poder JL¡dicial, lo quc impiicó que dicho'lribunai no
consliluía una instancia habilitada para 1állar en lbrma definitiva sobre la causa. Ls
decir, no se pronunciaba sobre los hcchos invocados como amcnaza o lesión a ios
dcrcrho, r'econurido¡ cn l¡ ('onslilu(ion.

l. lln ese sentido, la Le), 23185, Ley Orgánica del 'l ribunal de GarantÍas
Constitucionales. vigcnte cn ese momento, cstableció, en sus adiculos 42 al 46, que
dicho órgano, al encont¡ar una rcsoluciótl denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado erl lbrma crada o ha incurrido en gtaves vicios procesales en Ia
tramitación y resolución de la dcmanda. procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deñciencia, dq,olverá los actuados a la Co1te Suprema de Justicia de la
llepública (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus Iineamienros,
procedimienlo quc. a todas luces. dilataba cn exceso los proccsos constitucionalcs
mcncioúados.

4. Ul modelo de tutcla ante amenazas y vulneración de dcrechos i'ue seriamcntc
nroditicado ert la Constitución de 1993. Iln pdmer lugar. sc amplía[ los
necanismos dc tutela de dos a cuatro, a saber, hdbeai.\ corpus, atnparo, habeeÍ dola
) acciórl de cumplimicnto. En segundo lugar, se crea al Tribunal Coistitucional
como órgano de control de la constitlrcionalidad. aun cuando la Constjtución lo
calillca erróncantcnte co¡no "ó¡gano de control de la Constitución". No obstantc, cn
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Con la poleslad que me otorga la Constit¡.rción. y con el mayor respeto por la po¡cncia
dc mi colega magistrado, emito el prescnte voto siDgular, para expresar respeluosarnente
que disiento del prcccdcnte vinculante establecido en la Sentcncia 00987 -2014-PA1TC,
SIINTENCI^ INTERT.OCU-|ORIA DENECATORIA, por los fundamentos que a

continuación expollgo:
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l)lateria de procesos consliluciuralcs dc la libe¡tad. Ia Constitución establece que el
Tribunal Constitucional cs insta¡cia de revisión o fallo.

5. Cabc scña1ar qL¡e la Constituoión Politica dcl Pe¡ú, en su ar1ícr¡lo 202. inciso 2,
prescribe quc corrcsponde a1 Tribunal Constitucional "conocer, en última y
def¡nifiyd inr^loncid, lds rc.\aluc¡onen' denegatorías dictadds en lc,s pntcesos de
habeas corpus, umpdro, habees dota y ctcción de cumplimiento". Esta disposicion
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamel1tales,
cxige que el 'fribunal Constitr¡cional escuchc y evalúe los alegatos de quien se
cslima amenazado o agraviado en un dcrecho i'undamental. Una lectr¡ra diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitr¡ción, como son el principio de
del¿nsa dc la persona humana y e1 respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y dcl Estado (artículo l), y "la observuncia tlel debido proceso )) tutelct
.jut'¡sdicc'iondl- Ningunu persona p ede set. desviada de ld jutisdicc¡ón
prctleternínudct por lo ley, ni tumetidat al pt.a)cedimienb disl¡nto de los preyidmenle
estdhlecido.¡, tli juzgoria por órÍ<dnos jurisdiccionules de excepckin ni p.tr
comisioncs especidle.^ crcadas ul e/ecto cualquiera sea stt derutminación',,
coDsagrada en clartículo ll9, inciso 3.

6. (lomo se advjcrtc. a dile¡encia de lo que aoontecc en otros pajscs, e¡ los cualcs cl
acccso a la úllima instancia constituciolal tiene Iugar por la via del certiordri
(Suprcma Corte de los Istados [Jnidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supreno de interpretación dc la Conslitución capaz de ingrcsar al iondo
en los llamados procesos de la libefad cualldo el agraviado no haya obtenido una
protección dc su derecho en scde del Podcr Judicial. En otras palabras, si lo que
está c¡ discusión es la supuesta amenaza o lesión de r¡¡ derecho fundamental, se
debe ab¡iI la vía correspondiente para que el 'lribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pcro la apertura de esla vía solo se produce si se permite al
pelicionante colaborar co¡ los jueccs constilucionalcs mediante un pormenorizado
xnJli.i. dc lo que ,u frrrcndc. oe lo qrrc se inroea.
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7. l-o conslilucional es escuchar a 1a parte como concretización de su derecho
irrcnunciable a la dct'cnsa: además, un Tribunal Conslilucional consti¡uye el ntás
elcctir'o r¡edio dc de1¡nsa de los clerechos ilrndcmcntales trents a lo; poderes
públicos y prilados. Io ct¡al evidcncia el triunlb de la justicia iiente a la
arbitraricdad.

8. La administ(ación de justicia constitL¡cional de la libetad que brinda el 'I¡ib¡¡nal
Conslitucional, dcsde su creación, es respctt¡osa, como co[esponde, del c]e¡echo de

flvll

I,lL DERlc o A sER oiDo coMo NtaN rlisr,\ctlóN D[ L^ DENIoCRATIZACIóN D!, L()s
I'ROCEsos CoNS¡ Iluclo\ALljs DE I-a t,IBERT^D
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dcfelNa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantias al interior dc cualquier proccso e¡ cl cual sc
dctcrm.¡cn sr.: dcrcchoj. intfles(c ) .rbli¡:-reiune..

9. Precisamente, mi alejamicnto ¡especto a 1a emisión de una ¡esolución constitucional
sin realizaÉe audiencia de vista está relacionado con la dei!¡sa, la cual, sólo es
clecliva cuando cl justiciable y sus abogados puedcn cxponer, de manera escrila y
oú1. los argumenlos pefinentcs. concretá11dose el principio de inmcdiación que
dcbc ¡cgil en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intcrvcnción de las partes, corrcsponde señalar que, en tanto quc la
potestad de administrar justicia conslituye una ¡¡anifestación del poder que el
Itstado ostenta sobre las personas, su ejercicio rcsulta co¡stitucional cuando sc
brinda con estdclo respeto dc los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derccho a ser oído con las debidas garaitias.

12. En cse sentido, la Cortc Interamericana dc Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de delersa "obl¡ga al Lstado q tratar dl indivíduo en Íodo momento como
un verdadeto sujeto del prcceso. en el na.: ,tnpliu rcntiJo Je cstt con&pto, y no
sinplemenle como objeto del mismo"t.l, que "fora qu¿ ¿xi- ú dehiclo pr,tceso legal
es pteciso que Ltn ju.\ticiable pueL¡o hacü yaler sus derechos y defender sus
interese.t en-.fitrnu efectita y en condic¡ones tle igualdad procesdl con otros
iust¡ciLúle.t"' .

I Corte IDFL Caso Barreto l,eiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pána1b 29.
2 Corte IDll. Caso Hilaire, Constantine y llenjami¡ y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentcncia del 2l de.iunio de 2002, párralb 146.

r44

11. Cabe añadir qr¡c la participación di¡ecta de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede cn la audiencia de vista, también constituyc un elemento quc
democratiza el p¡oceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés dc
una persona siD permitirlc alegar lo co¡respondiente a su favor, lo que resL¡llaría
exoluven¡c y alltidemoorático. Además, ei Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible dc optimizar, en cada caso concreto, las Lazones, los motivos y los
argumentos que justificall süs decisiones. porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un lribunal de justicia. sino po¡ la justicia de sus ¡azones, por
cxpresar de modo suficicnte las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve,



w I ilt illt]ilt tilt I lfl
EXP. N." 0059 t-20 t7-PA/TC
JUNÍN
JORGF] DAMIÁN MARI'ÍNI]Z

TR IB U NAL CONSfITUCIONAL

N^TlrR,{r,EZ.\ I'RocEsAr- DI.:r. lltcuttso DE AcR,\vto CoNs rrrricroN r,

13. Dl modelo de "inslancia de fallo" plasn'rado en la Constitución no puedc scr
dcsvirtuado por el 'I brülal Constitucional si no cs con grave violación de sus
disposiciones. Dicho lribunaies su intáprete sup¡emo, pero no su refomador, toda
vcz quc conlo órgano constiluido tambiór1está sometido a ia Constitución-

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"scntcncia i¡lerlocutoria", eL rccurso de agravio constitucional (R{C) pierde su
verdadera csencia jurídica, ya que el I¡ibunal Constitucional no tiene compelenria
para "revisar" nimucho menos "recalificar" el recurso de agravio constituciollal.

15. Dc conlbrmidad con los adículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucionai, el
T¡ibLrnal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es u¡a competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunai 1o que le corresponde es conocer dc1
ILAC 1, pronunciarse sobre el fotrdo. Por ende, no le ha sido dada la competencia dc
rechazar dicho recur-so, sino por el contmrio de "conoce¡', lo que la pane aiega
como r.rn agravio que le causa indclensió11.

16. Por otro lado, 1a 'sentcncia itterlocu¡oria' establece como supueslos para su
aplicación fó¡mulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
rcquiere ser aclarado, justilicado y concretado cn supuestos espcciñcos. a saber,
idcntjticar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñni¡lo, ni justiticarlo,
convicrlc cl ernpleo cle la precitada sentc,lcia en a¡bitrario, toda vez que sc podría
af¡ctar. entre otros, el derecho lundamental de defensa. en su manifestación de scr
oido con las debidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjeri\as )
carcnles de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciablcs, quienes
tend an quc adivinar qué resolve¡á el Tribunal Co¡stilucional antes de prescntar su
rcspccliva demanda.

l7. Por lo denrás, mufdtis mutand¡s. el precedentc vinculante contenido en la Scntencia
00987-2014-PA/1'C repile lo señalado por el I'ribunal Constitr¡cionai en otros
l)llos, como en el caso Luis Sánchcz Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturalcza
prooesal de los procesos constiluoionales de la libe¡tad (supletoriedad, vía prcvia,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
ciel1o. etc.).

18. Sin embargo, cl hccho de quc los ptocesos co¡stitucionalcs de la libertad sean de
una naturaleza proccsal distinta a la de los procesos ordinarios no constitu)e un
molivo para que se pucda desviftuar [a esencia principal del rccu¡so de agravro
constitucional.

t\{1
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19. I)or laDlo. si sc tiene en cuenta que lajusticia cn scdc constitucio¡lal rcprcscD¡a la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales dc los
agraviados, voto a favor de que en e1p¡esente caso se convoque a audiencia para Ia
visla, 1() que garantiza que (rl 'l'ribunal Constitucional, en lanto instancia última y
dctlnitiva. sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
de¡echos esenciales cuando no encuentmn justicia en el Iroder Judicial;
cspccialmente si se tiene en cuenta i1ue, agotada la vía constitr¡cional, aljusticiable
solo lc queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como alilmó Raúl F'erre¡o Rebagliati, "la defensa dcl derecho de uno es, al mismo
ticmpo, uüa defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
enlraña cl acceso a la preslación jurisdiccional, cada cual al defender sr¡ de¡echo
eslá deIéndicndo cl de los demás y cl de la comunidad quc resulta oprimida o
cnvilecida sin la protección.judicial auténtica".

s
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